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Tema a tratar:    
Fecha de estructuración de la invalidez. Determinación. El artículo 3º del Decreto 917 de 1999, norma vigente para el caso puntual, establece que la fecha de estructuración es en la calenda en que “se genera en el individuo una pérdida en su capacidad laboral en forma permanente y definitiva”. Tal definición legal, permite a esta Sala asestar que el hecho determinante en la reducción de la capacidad laboral debe ser aquel que, documentado en la historia clínica, exámenes y ayudas diagnósticas, sea el generador directo de las consecuencias ominosas, permanentes e irreversibles en la salud de la persona, de tal forma que le impidan de manera absoluta o parcial el ejercicio de la actividad que normalmente desempeña. Por tanto, la invalidez, debe considerarse estructurada en la fecha de ocurrencia de ese hecho determinante. Ahora, tal conclusión, no puede considerarse una camisa de fuerza, en aquellos padecimientos que tienen una evolución deficitaria en la salud de la persona, pues aquellas van generando diferentes grados de afectación en la medida de su avance, por lo que la calenda de estructuración, para efectos de la prestación pensional de invalidez, en estos eventos, ha de ser invariablemente aquella en que el padecimiento se agudizó de tal forma que impidió de manera absoluta el ejercicio de la labor normalmente desempeñada. Fecha de estructuración de la invalidez. Prueba. Ahora, es necesario precisar que, probatoriamente, el tema de la calificación de invalidez, calenda de estructuración y origen, es un asunto que puede ser acreditado judicialmente por cualquier medio probatorio, sin importar que el tema, para efectos de la concesión de prestaciones del sistema de seguridad social integral, sea asignado con exclusividad a las entidades del Sistema de Seguridad Social y a las Juntas de Calificación de Invalidez por el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, pues precisamente el artículo 40 del Decreto 2463 de 2001 faculta a la jurisdicción laboral para conocer de la controversia surgida en torno a los dictámenes emitidos por esas entidades, concesión que se hace sin limitación alguna en torno al tema probatorio. La misma Sala de Casación Laboral ha determinado constantemente que el tema de la controversia de los dictámenes proferidos por las Juntas de Calificación de Invalidez no está sujeto a ningún tipo de limitación probatoria, pues las situaciones que en esos actos se evalúan (pérdida de capacidad laboral, fecha de estructuración y origen de la invalidez) no requieren pruebas solemnes. (Sobre el tema se puede leer, entre otras, sentencia SL 1193 de 2015).
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy siete (07) de abril de dos mil dieciséis (2016), siendo las nueve de la mañana (09:00 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir la apelación propuesta por los procuradores judiciales de la codemandada AFP Horizonte S.A. y de la llamada en garantía BBVA Seguros de Vida Colombia S.A., contra la sentencia del 17 de febrero de 2015 emitida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario adelantado por la señora Victoria Beatriz Elena Wolff Cuartas contra la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, siendo litisconsorte necesario la AFP Horizonte S.A. y Positiva Compañía de Seguros S.A., siendo llamado en garantía BBVA Seguros de Vida S.A.
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de  un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Persigue la demandante que se declare la nulidad del dictamen pericial del mes de mayo de 2012, emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, al haberse obviado las patologías causadas por estrés en el trabajo y que se efectúe una nueva valoración que arroje una merma de capacidad laboral mayor la 50%.

Este pedido lo fundamenta en que la actora era dueña y gerente de la empresa BEW Clean EU, que el 27 de diciembre de 2009 presentó un cuadro súbito de cefalea intensa, convulsión tónica y pérdida de conciencia, que la llevó al estado de coma, que tales padecimientos fueron generados por un aneurisma en la arteria cerebral media del lado izquierdo, que las secuelas del aludido accidente no le permitieron seguir trabajando, a pesar de las múltiples terapias; que el día 13 de junio de 2011 la Junta Regional de Calificación de Invalidez calificó las secuelas del accidente cerebro vascular como origen común y le dio una calificación del 36.12%, que dicha decisión fue apelada ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que en mayo 17 de 2012 dicha entidad confirmó la decisión inicial y que el punto 42 del Decreto 2566 de 2009 que establece las patologías causadas con el estrés en el trabajo no fue tenido en cuenta.
Admitida la demanda, se dio traslado a la Junta demandada, la cual allegó respuesta por intermedio de curador Ad-litem, quien manifestó oponerse a las pretensiones de la demanda, pues la calificación se dio en los términos legales. Posteriormente se integró el litisconsorcio con Positiva Compañía de Seguros S.A. y la AFP Horizonte S.A., entidades que allegaron respuesta así:

La ARL Positiva se pronunció frente a los hechos, indicando que acepta que la demandante laboró en la empresa mencionada, la valoración dada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, los recursos interpuestos contra esa decisión y la confirmación por parte de la Junta Nacional del dictamen, aclarando que nunca estuvo en discusión el origen que fue común. Frente a los restantes hechos indica que no le constan. Indica total oposición frente a las pretensiones de la demanda y formula como medios exceptivos de fondo los de “Falta de nexo causal entre el accidente cerebro vascular y las actividades del trabajo”, “Carencia de fundamento legal-técnico-médico y científico para desvirtuar el dictamen”, “Enriquecimiento sin causa” y “Prescripción”.

Por su parte la AFP Horizonte Pensiones y Cesantías se pronunció frente a los hechos negándolos e indicando que muchos de ellos no le constan. Se opone a las pretensiones de la demanda y formuló como excepciones de fondo las de “Ausencia de los requisitos de ley”, “Responsabilidad de la llamada en garantía”, “Buena fe” y Prescripción”. Llamó en garantía a BBVA Seguros de Vida Colombia S.A., aduciendo que las dos entidades tienen una póliza colectiva de seguros para cofinanciar las pensiones de invalidez y sobrevivientes que se generen en la, el cual estaba vigente entre los meses de febrero de 2004 y enero de 2010. Se convoca a juicio a la entidad aseguradora para aporte la suma adicional que deba pagarse por la pensión que se llegue a generar.

La llamada compareció al proceso por medio de apoderado judicial, quien se pronunció frente a los hechos tanto de la demanda como del llamamiento y se opuso a las pretensiones del libelo que originó esta contienda judicial, formulando como excepciones de mérito las que denominó “Las pretensiones tendientes a declarar la nulidad del dictamen proferido el 17 de mayo de 2012 por parte de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en relación con el estado de salud de la actora, se encuentran fundadas en hechos ajenos a BBVA Horizonte Pensiones y Cesantías S.A.”, “En el evento en que se declare la nulidad del dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación Invalidez y se considere que la demandante tiene una pérdida de capacidad laboral superior al 50% de origen profesional, la pensión de invalidez no estará a cargo de BBVA Horizonte Pensiones y Cesantías S.A.” y “En el evento en que se rechacen las pretensiones de la demanda y quede en firme el dictamen proferido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, no habrá lugar al reconocimiento de pensión de invalidez en favor de la actora, por falta del cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos”.

  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

Luego de agotadas las etapas procesales pertinentes, la Jueza de primera instancia declaró que el dictamen de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez incurrió en error grave, por cuanto de las pruebas allegadas al infolio, especialmente la valoración de fisiatría, se desprende que las consecuencias del accidente cerebro vascular sufrido por la demandante eran irreversibles y además se estructuraron el 27 de diciembre de 2009, fecha para la cual la ocurrió el infortunado evento de salud. Por ello, con apoyo parcialmente en el dictamen rendido por la Sala Dos de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, determinó que la pérdida de capacidad laboral de la demandante alcanza el 50.18%, que tenía un origen común y que la misma se estructuró el 27 de diciembre de 2009. Estimó que si bien el tema de la calificación de la invalidez está asignado por la Ley a las Juntas de Calificación, también es cierto que la jurisprudencia ha establecido que en el curso de un proceso judicial es posible establecer los diferentes elementos que determinan y se desprenden de una invalidez, por otros medios probatorios diferentes, por lo que, en este caso, llegó a la conclusión antes anotada.

III. APELACIÓN.
Los apoderados de la AFP Horizonte S.A. y de la llamada en garantía BBVA Seguros de Vida S.A. interpusieron recursos de apelación, sustentado en los siguientes términos: 

El portavoz judicial de la AFP indicó que su desacuerdo estriba en que la nueva pericia llegó a un porcentaje mayor de pérdida de capacidad laboral, por cuanto se afincó en recientes exámenes y valoraciones médicas que determinaron que la señora Wolff Cuartas tenía una afectación mayor a la que presentó al momento de la calificación inicial y ello, obedece a la evolución normal de la situación médica presentada, por lo que la estructuración con ese porcentaje de pérdida de capacidad laboral, debió ubicarse el 11 de agosto de 2014, fecha de la valoración de fisiatría.

Por su parte, el procurador judicial de BBVA Seguros de Vida S.A., indica que la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral de la actora no debe ser el 27 de diciembre de 2009, amén que el padecimiento de salud que aquejó a la demandante tiene unas consecuencias que se agudizan con el paso del tiempo, razón por la cual la merma de la capacidad laboral del demandante, en la cuantia superior al 50%, debe tenerse estructurada apenas el 11 de agosto de 2014, calenda de la valoración de fisiatría.

IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
Para desatar la alzada propuesta por los portavoces judiciales de la AFP y de la sociedad aseguradora llamada en garantía, la Sala plantea el siguiente interrogante:
¿Se estructuró la pérdida de capacidad laboral superior al 50%, el mismo día que la demandante tuvo el accidente cerebro vascular -27-12-2009- o este porcentaje ha ido aumentando con la involución de la enfermedad?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

El artículo 3º del Decreto 917 de 1999, norma vigente para el caso puntual, establece que la fecha de estructuración es en la calenda en que “se genera en el individuo una pérdida en su capacidad laboral en forma permanente y definitiva”. Tal definición legal, permite a esta Sala asestar que el hecho determinante en la reducción de la capacidad laboral debe ser aquel que, documentado en la historia clínica, exámenes y ayudas diagnósticas, sea el generador directo de las consecuencias ominosas, permanentes e irreversibles en la salud de la persona, de tal forma que le impidan de manera absoluta o parcial el ejercicio de la actividad que normalmente desempeña. Por tanto, la invalidez, debe considerarse estructurada en la fecha de ocurrencia de ese hecho determinante. Ahora, tal conclusión, no puede considerarse una camisa de fuerza, en aquellos padecimientos que tienen una evolución deficitaria en la salud de la persona, pues aquellas van generando diferentes grados de afectación en la medida de su avance, por lo que la calenda de estructuración, para efectos de la prestación pensional de invalidez, en estos eventos, ha de ser invariablemente aquella en que el padecimiento se agudizó de tal forma que impidió de manera absoluta el ejercicio de la labor normalmente desempeñada.

Ahora, es necesario precisar que, probatoriamente, el tema de la calificación de invalidez, calenda de estructuración y origen, es un asunto que puede ser acreditado judicialmente por cualquier medio probatorio, sin importar que el tema, para efectos de la concesión de prestaciones del sistema de seguridad social integral, sea asignado con exclusividad a las entidades del Sistema de Seguridad Social y a las Juntas de Calificación de Invalidez por el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, pues precisamente el artículo 40 del Decreto 2463 de 2001 faculta a la jurisdicción laboral para conocer de la controversia surgida en torno a los dictámenes emitidos por esas entidades, concesión que se hace sin limitación alguna en torno al tema probatorio. 

La misma Sala de Casación Laboral ha determinado constantemente que el tema de la controversia de los dictámenes proferidos por las Juntas de Calificación de Invalidez no está sujeto a ningún tipo de limitación probatoria, pues las situaciones que en esos actos se evalúan (pérdida de capacidad laboral, fecha de estructuración y origen de la invalidez) no requieren pruebas solemnes. (Sobre el tema se puede leer, entre otras, sentencia SL 1193 de 2015).

Por lo tanto, atendiendo esa libertad probatoria que existe en el tema, es posible que la nulidad de un dictamen se pueda acreditar por uno o varios medios probatorios establecidos en la ley, que de manera idónea evidencien la equivocación contenida en esa valoración y señalen cual ha debido ser la correcta.

En el caso sub-judice, se tiene que la calificación que inicialmente hizo la Junta Nacional de Calificación de Invalidez a la señora Wolff Cuartas el 17 de mayo de 2012, confirmó la valoración que efectuó la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, en la que se fijó una reducción de la capacidad laboral de la actora e un 36.12%, pericia que estaba precedida de una emitida por la Compañía BBVA Seguros de Vida S.A. –fl. 111-, en la que se lee como diagnóstico motivo de calificación una hemorragia subaracnoidea – vasoespasmo aneurisma ACM IZQ – Afasia Motora leve y Alteración de la memoria reciente, el cual trajo, según se lee en el mismo documento y con apoyo en concepto de neurocirugía del 9 de mayo de 2011, “secuelas funcionales definitivas, afasia motora leve. Dificultad para expresar el lenguaje. Alteración de la memoria reciente. Secuelas definitivas. El tipo de oficio requiere de funciones normales” y agrega más adelante “mal pronóstico de recuperación funcional. El tiempo de evolución hace que la posibilidad de mejoría sea cero. Probablemente no se logre reubicar en el futuro”.  Tal valoración de neurocirugía sirvió de sustento a la valoración de la Junta Regional de Calificación de Invalidez, tal como observa en el folio 124 y el aludido concepto médico fue también parte del dictamen emitido por la Junta Nacional–fl. 130-.

En el curso de la actuación judicial, se allegaron valoraciones médicas recientes, que sirvieron de sustento al dictamen que emitió la Junta Nacional de Calificación de Invalidez como pericia dentro del proceso. Tales exámenes fueron una valoración de fisiatría –fls. 253 y 254- y concepto de neurocirugía –fl. 255-. En ambos documentos médicos, se hace alusión a problemas de memoria, de movilidad y de coordinación y se deja claro que las secuelas son irreversibles y que se derivan del accidente cerebro vascular que padeció el 27 de diciembre de 2009.

No se avista, como lo alegan los recurrentes, que los padecimientos referidos en estas nuevas valoraciones, sean fruto o producto de una evolución desfavorable de la enfermedad o que sean diferentes a las secuelas referidas al adoptar los dictámenes iniciales, sino que, tal como se desprende de los párrafos anteriores, se está ante las mismas secuelas definitivas que tuvieron como origen el accidente cerebro vascular tantas veces anotado. Por lo tanto, no se evidencia ninguna razón para que la evaluación rendida por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en mayo de 2012 y la que rinde la misma entidad, en una sala diferente, en curso de esta actuación judicial, disten de esa manera, lo que lleva a colegir que la única causa de tal diferencia es la ocurrencia de un error grave que, como lo coligió la juzgadora de primera grado, lleva a la anulación del dictamen atacado, en cuanto al porcentaje de pérdida de capacidad laboral, la cual alcanza el 50.18%, la cual se estructuró el 27 de diciembre de 2009, calenda en la que ocurrió el quebranto en la salud de la actora, pues fue ese evento el que determinó las nefastas consecuencias para su salud.

Así las cosas, encuentra esta Sala que los recurrentes no lograron socavar las atinadas conclusiones de la Jueza a-quo, razón por la cual se confirmará íntegramente la sentencia atacada.

Frente a las costas procesales, las mismas serán de cargo de los apelantes.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Confirma la sentencia proferida el diecisiete (17) de febrero de 2015 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito dentro del proceso ordinario laboral de la referencia. 

2. Costas a cargo de los apelantes.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
                                                

Leonardo Cortes Pérez
Secretario
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